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Expediente N.º 20.683 
ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
 
El presente proyecto de ley tiene como finalidad permitir de manera regulada el 
registro, secuestro y examen de documentos privados e intervención de las 
comunicaciones cuando se investigan los delitos de corrupción de cohecho 
impropio, cohecho propio, aceptación de dádivas por un acto cumplido, corrupción 
de jueces, penalidad del corruptor, enriquecimiento ilícito y negociaciones 
incompatibles, para reforzar las herramientas legales en el combate contra la 
corrupción y el enriquecimiento ilícito. 
 
La legislación actual solo permite secuestro y registro de documentos en sede 
penal, y solo autoriza la intervención de comunicaciones para delitos 
especialmente graves y algunos de ellos en su modalidad o tipificación agravada 
que en todo caso deben estar expresamente señalados en la Ley sobre Registro, 
Secuestro y Examen de Documentos Privados e Intervención de las 
Comunicaciones, por lo que se revisa la conveniencia de modificar dicho listado. 
 
Dentro de ese supuesto, de principio hay entonces un ámbito o un espacio de 
discrecionalidad en que la legislación podría moverse, ampliando los supuestos, 
siempre dentro del ámbito de los límites de la garantía constitucional. Tal 
definición es un asunto de política legislativa en ejercicio de las potestades del 
Primer Poder de la República. 
 
Con la entrada en vigencia de la reforma del artículo 24 de la Constitución Política 
mediante la Ley N.º 7607, de 29 de mayo de 1996, se estableció como garantía 
constitucional el derecho a la intimidad, a la libertad y al secreto de las 
comunicaciones, y sobre todo se establecieron bases sólidas para su aplicación. 
Es así como en el párrafo tercero de la norma citada se establece: 
 

“…Igualmente, la ley determinará en cuales casos podrán los Tribunales 
de Justicia ordenar que se intervenga cualquier tipo de comunicación e 
indicará los delitos en cuya investigación podrá autorizarse el uso de esta 
potestad excepcional y durante cuánto tiempo.  Asimismo, señalará las 
responsabilidades y sanciones en que incurrirán los funcionarios que  
apliquen ilegalmente esta  excepción.  Las resoluciones judiciales 
amparadas a esta norma deberán ser razonadas y podrán ejecutarse de 
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inmediato.  Su aplicación y control serán responsabilidad indelegable de la 
autoridad judicial…” 
 

En virtud del requerimiento constitucional se promulgó la Ley N.º 7425, de 9 de 
agosto de 1994, que regula lo concerniente a la intervención de las 
comunicaciones y al secuestro y examen de documentos privados y que es objeto 
de la presente reforma. Originalmente, el artículo 9 establecía la autorización de 
intervenciones solo en casos de delitos de secuestro extorsivo y de delitos 
previstos en la Ley sobre Sustancias Psicotrópicas.   
 
Con la reforma introducida con la Ley N.º 8200, de 10 de diciembre de 2001, se 
amplió el campo de aplicación a otros delitos como corrupción agravada, 
proxenetismo agravado, fabricación o producción de pornografía, tráfico de 
personas menores para comercializar sus órganos, homicidio, genocidio y delitos 
de carácter internacional de dirigir y formar parte de organizaciones dedicadas a 
traficar esclavos, mujeres, niños, drogas o estupefacientes o cometan actos de 
secuestro extorsivo o terrorismo y, por el otro, establece su aplicación respecto de 
telecomunicaciones fijas, móviles, inalámbricas y digitales. Asimismo, con la 
promulgación de la Ley N.º 8238, de 26 de marzo de 2002, se dio una 
modificación del artículo 9 elimina la referencia normativa del articulado. 
 
Frente a estos cambios, está claro que nuestra legislación busca ser restrictiva al 
autorizar la intervención de comunicaciones solo en los asuntos que en su 
momento se consideraron más graves, y por ello lo permite para conductas 
agravadas. 
 
La trama de relaciones político empresariales recientemente reveladas en nuestro 
país y que implican tanto a empresarios y al Poder Ejecutivo, como a diputados y 
dirigentes de varios partidos políticos, e instituciones públicas como el Banco de 
Costa Rica y al Poder Judicial, que ahora muestran señales de injerencias 
indebidas y posible comisión de delitos de corrupción, dan prueba de la inminente 
necesidad de reforzar las herramientas legales en el combate contra la corrupción, 
incluyendo los llamados delitos de corrupción de funcionarios públicos.  
 
Considerando todo lo anterior, el presente proyecto de ley pretende corregir esa 
situación concreta, mejorando la redacción del artículo noveno de la Ley sobre 
Registro, Secuestro y Examen de Documentos Privados e Intervención de las 
Comunicaciones, Ley N.° 7425, de 9 de agosto de 1994, y sus reformas, para que 
se amplíe la referencia a los delitos de cohecho impropio, cohecho propio, 
corrupción agravada, aceptación de dádivas por un acto cumplido, corrupción de 
jueces, penalidad del corruptor, enriquecimiento ilícito, y negociaciones 
incompatibles en su numeración taxativa actual, cerrando de esta manera portillos 
a la impunidad en cosas de corrupción y enriquecimiento ilícito. 
 
En virtud de las consideraciones expuestas, someto a conocimiento de la 
Asamblea Legislativa el siguiente proyecto de ley para su estudio y aprobación por 
parte de los señores diputados y las señoras diputadas de la República.  



Expediente N.° 20.683            3 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

 
REFORMA DEL ARTÍCULO 9 DE LA LEY SOBRE REGISTRO, SECUESTRO 

Y EXAMEN DE  DOCUMENTOS PRIVADOS E  INTERVENCIÓN  DE LAS 
COMUNICACIONES, LEY N.° 7425,  DE 9 DE  AGOSTO  DE 1994,  Y 

SUS REFORMAS.  REFORZAMIENTO  DE LAS HERRAMIENTAS 
EN  LA  LUCHA  CONTRA  LA  CORRUPCIÓN 

 
ARTÍCULO ÚNICO- Refórmase el párrafo primero del artículo 9 de la Ley 
sobre Registro, Secuestro y Examen de Documentos Privados e Intervención de 
las Comunicaciones, Ley N.° 7425, de 9 de agosto de 1994, y sus reformas, para 
que en adelante diga: 
 
Artículo 9- Autorización de intervenciones 
 
Dentro de los procedimientos de una investigación policial o jurisdiccional, los 
tribunales de justicia podrán autorizar la intervención de comunicaciones orales, 
escritas o de otro tipo, incluso las telecomunicaciones fijas, móviles, inalámbricas y 
digitales, cuando involucre el esclarecimiento de los siguientes delitos: cohecho 
impropio, cohecho propio, corrupción agravada, aceptación de dádivas por un acto 
cumplido, corrupción de jueces, penalidad del corruptor, enriquecimiento ilícito, 
negociaciones incompatibles, secuestro extorsivo, proxenetismo agravado, 
fabricación o producción de pornografía, tráfico de personas y tráfico de personas 
para comercializar sus órganos; homicidio calificado; genocidio, terrorismo y los 
delitos previstos en la Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, 
Drogas de Uso no Autorizado, Legitimación de Capitales y Actividades Conexas, 
N.º 8204, de 26 de diciembre del 2001, y sus reformas. 
 
 
Rige a partir de su publicación. 
 
 

Ana Patricia Mora Castellanos 
Diputada 

 
 
7 de febrero de 2018 
 
 
NOTAS: Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión Permanente 

Ordinaria de Asuntos Jurídicos. 

 

Este proyecto cumplió el trámite de revisión de errores formales, 

materiales e idiomáticos en el Departamento de Servicios 

Parlamentarios. 


